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Resumen: El autor reitera su propuesta, ya formulada en el 2005, en el
sentido de que la DGT debe de depender del MITMA, esencialmente por razón
de coordinación con los centros directivos competentes en materia de
movilidad y de carreteras, así como por homologación con el resto de los
Estados de la UE.
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Abstract: The author reiterates a proposal he already put forward in
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2005 that the Spanish Directorate General of Traffic (DGT) should depend on
the Ministry of Transport, Mobility and Urban Agenda (MITMA), above all for
reasons of coordination with the competent administrative centres in the
areas of mobility and roads, as well as standardisation with remaining EU
states.

Keywords: Directorate General of Traffic, Traffic and Transportation,
Traffic and Mobility, Road Safety.

La dependencia de la Dirección General de Tráfico (DGT) del Ministerio del Interior, es
una cuestión sobre la que vengo disertando desde el año 2005. Como es sobradamente
conocido, desde el nacimiento de la Jefatura Central de Tráfico (organismo autónomo) en 1959, el
organismo competente en esta materia ha dependido de dicho Ministerio (anterior denominación,
Ministerio de Gobernación), cuya creación respondió al objeto de unificar las competencias hasta
entonces dispersas en otros organismos de la Administración, y atender a la expansión que, en
materia de circulación de vehículos a motor, se estaba produciendo en España.

Pues bien, es dentro de este orden de cuestiones, que recientemente, en un diario de
ámbito nacional, el que fuera Subdirector General de Normativa y Recursos de la DGT
entre los años 2004 y 2012, ha declarado, respecto de este Centro directivo, que «es una
anomalía que el organismo que sabe y está preparado para la Movilidad no esté en el
Ministerio de Movilidad, y además en la máxima posición decisoria», manifestación con la
que no solo estamos de acuerdo, sino que quien suscribe ha sido pionero de esta propuesta,
publicitada en las siguientes colaboraciones de esta misma revista especializada, y así:

— N.o 77 de 2005. Hacia una política común europea de tráfico y seguridad vial.

«Quizás debería pensarse, en torno a esta nueva política de modernización, teniendo en
cuenta que en la UE la materia de tráfico y seguridad vial se desarrolla
acertadamente dentro de la política común de transportes, la conveniencia de que
la Dirección General de Tráfico se encuadre dentro del Ministerio de Transportes
(en España, Ministerio de Fomento), tal y como así se hallan enmarcados estos centros
directivos y/o instituciones en el resto de los Estados de la UE».

— N.o 93 de 2006. La Dirección General de Tráfico; modificación de su denominación y de su
dependencia funcional y orgánica.

«La Dirección General de Tráfico debería depender orgánica y funcionalmente,
no del Ministerio del Interior, sino del Ministerio de Fomento, a través de la
Secretaria General de Transportes, medida que se propugna, principalmente, en
base a los siguientes fundamentos: 1) la materia de tráfico y seguridad vial
constituye parte integrante de la "política común de transportes", razón por la que la
misma, dentro del ámbito de la UE, es de la competencia del Consejo de Ministros de
Transportes, y por ende son los Ministros de Transportes (Fomento) los que en este marco
defienden las respectivas propuestas e iniciativas. 2) esta dependencia es más acorde
con la organización administrativa y funcional que en esta materia rige en los
distintos Estados de la Unión. 3) la materia de seguridad vial está indisolublemente
unida a la materia de la construcción y mantenimiento-señalización de las
carreteras. 4) la coordinación entre la Dirección General de Tráfico y las
Direcciones Generales de Carreteras y de Transportes por Carretera sería no sólo
más sencilla, sino más ágil y de mayor contenido. 5) el hecho de que del Ministerio
del Interior dependa la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, no constituye
obstáculo alguno para que la coordinación entre ésta y la Dirección General de Tráfico
continúe siendo positiva y eficaz, como así sucede en los Estados de la UE respecto de sus
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respectivas policías en relación con la autoridad en materia de seguridad vial. 6) la
integración de la Dirección General de Tráfico en el Ministerio de Fomento,
otorgaría a dicho Centro directivo un carácter más moderno sobre la
contemplación de la materia relativa a seguridad vial, en el sentido de no aparecer
ante los  c iudadanos espec ia lmente pr imada una v is ión represora,  s ino que
fundamentalmente preventiva (formación, mejora de las infraestructuras, etc.)».

Además, agregaba: «siendo hoy en día más adecuada a la realidad la terminología
"seguridad vial", que junto a la circulación y/o tráfico propiamente dicho, abarca un
sinfín de materias que sobrepasan, como mucho, el término "tráfico". Es por ello que, a
mi entender, la actual denominación de la Dirección General de Tráfico debería cambiar
por la de Dirección General de Seguridad Vial, lo que por otra parte respondería a la
terminología que ha de emplearse en los colegios de enseñanza respecto de esta nueva materia y/o
disciplina escolar».

— N .o 207 de 2016, La especial conexión entre seguridad del tráfico y transportes;
modificaciones orgánicas.

"Es el Consejo de Ministros de la UE competente en materia de transportes el
que asume los asuntos en materia de tráfico y/o seguridad vial, y no el
competente en materia de interior y seguridad de los distintos Estados. Esta
adscripción dentro de la UE está llena de toda lógica, ya que las medidas que se
aprueban en el seno comunitario referidas al tráfico y la seguridad vial se inscriben dentro de
la ‘política común de transportes’, y en concreto dentro de los apartados c) y d) del art. 91.1
del Tratado en su versión consolidada (precepto inserto dentro del capítulo dedicado a
"Transportes"). Por lo que al ámbito interno se refiere, resulta también incuestionable la total
relación entre la Dirección General de Carreteras (mantenimiento, "puntos negros",
señalización, obras de mejora para reducir la accidentabilidad, problemáticas de las nevadas
invernales, etc.) y la Dirección General de Transportes Terrestres (transportes especiales,
características y pesos y dimensiones del material móvil, formación inicial y continua de los
conductores profesionales, etc.) del Ministerio de Fomento, con la Dirección General de
Tráfico. Esta relación provoca que, desde el punto de vista, fundamental, de la
planificación y gestión de las competencias de estos tres centros directivos, una
mejor y más actualizada en tiempo real coordinación de los mismos, la materia de
tráfico y seguridad vial debiera estar adscrita a este Departamento, siguiendo la
pauta de los Estados de nuestro entorno comunitario. Todo ello se encuentra
dentro del término acuñado hace algunos años de "movilidad", que agrupa toda
una serie de ámbitos (urbanismo, t ransportes  en su doble  vers ión de
infraestructuras y servicios y seguridad vial, etc.), que cuanto más estén unidos
respecto de la gestión pública, tendrán una mejor planificación y coordinación. En
consecuencia, pondero que debe exhortarse una vez más a que este cambio de dependencia
orgánica tenga lugar, no siendo motivo en contrario la cuestión referida adscripción de la
Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, pues ésta no tiene que cambiar, sino solamente
continuar coordinándose, como así lo hace en la actualidad, con dichos tres centros
directivos. Finalmente, y aunque ello no sea una cuestión primordial, se considera que la
nomenclatura de la Dirección General de Tráfico debería adaptarse a la realidad de
sus competencias, pasando a denominarse Dirección General de Seguridad Vial, ya
que la regulación y gestión del tráfico es solamente una parte de la materia, mucho más
amplia, de la seguridad vial».

Esta misma propuesta y consideraciones, las he vertido, también, tanto en otras
colaboraciones, como en distintas conferencias, destacando las siguientes:

— En mi primera conferencia como Consejero de Honor de la Cátedra de Seguridad Vial y
Movilidad del Instituto Internacional de Ciencias Políticas (cátedra auspiciada por la «cátedra
UNESCO de Ciencia Política y Administrativa Comparada» y por la «cátedra Robert Schuman de
Ciencia Política Europea»), en el Instituto Internacional de Ciencias Políticas, sobre «La política
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europea común de tráfico y seguridad vial» (2007).
— En la revista Transporte3 en la que bajo el artículo Problemática procedimental de las

autorizaciones complementarias especiales de circulación, propuse esta misma medida
como coordinación entre la DGT, la DG de Carreteras y la DG de Transporte Terrestre
(IX.2012).

— Revista Transporte XXI, de 15.X.2019, bajo el título En torno a la creación del Ministerio de
Transportes.

«De otro lado, y como vengo defendiendo desde hace más de una década (en artículos y
conferencias), la Dirección General de Tráfico debería de depender del Ministerio de
Transportes, por razones evidentes de coordinación con las Direcciones Generales
de Carreteras y de Transporte Terrestre, debiéndose de tener en cuenta que los
asuntos de tráfico se tratan en la UE en los Consejos de Ministros de Transportes,
siendo lo común en los Estados de la Unión que "Tráfico" dependa del Departamento
competente en materia de transportes. Además, a mi juicio también sería conveniente
adecuar la estructura de la Dirección General de Transporte Terrestre a la nueva realidad,
con un nuevo enfoque que fomente la intermodalidad, las nuevas tecnologías y la
innovación, la seguridad, el medio ambiente, la contratación pública y la inspección no solo
del transporte por carretera sino que ante la liberalización ferroviaria, la de este modo de
transportes. Y es en este orden de cuestiones que sería muy conveniente volver a contar
con funcionarios especialistas en transporte terrestre, lo que debería conllevar la
convocatoria de oposiciones al Cuerpo Técnico de Inspección del TT. No obstante, y para el
caso de que además también se introduzca el término de "Movilidad", ha de resaltarse que
éste es un concepto que abarca un ámbito mucho mayor que el del transporte, de donde sí
se crea un Ministerio de Transportes y Movilidad, ello debería de conllevar una muy amplia
reestructuración con respecto al actual Ministerio de Fomento».

— Revista Transporte XXI, de 17 de febrero de 2020, bajo el título de Creación del Ministerio de
Transportes.

«Lo que sí es del todo pertinente, como así vengo defendiendo desde hace prácticamente
dos décadas, es que la Dirección General de Tráfico se adscriba al Ministerio de
Transportes (denominación que existió con anteriores gobiernos de UCD y del PSOE),
siendo España el único país del entorno de la UE que hace depender este centro
directivo (que debería de pasar a denominarse DG de Seguridad Vial) del
Ministerio del Interior en lugar del Ministerio de Transportes; y de otro lado, que
Renfe Operadora, en tanto que compite con el resto de modos y con otras empresas
ferroviarias, pase a depender de la SEPI».

Así pues, la cuestión relativa a la adscripción de la DGT al Ministerio competente en
materia de transportes lleva ya cerca de dos décadas siendo propuesta por el dicente, y
ello en base, a mi juicio, de fundamentos sólidos, que ratifico en esta nueva colaboración.
Por contrario, no atisbo fundamento alguno con fuerza suficiente que pueda desvirtuar la
medida de que la DGT se adscriba al MITMA.

Pero claramente, no parece que esta dependencia de la DGT vaya a ser modificada,
como así lo acredita el proyecto de Ley de Movilidad Sostenible, ya que estando prevista la
creación (art. 12) del Consejo Superior de Movilidad Sostenible (adscrito al Ministerio de
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana), integra al Consejo Nacional de Transportes Terrestres,
pero no así al Consejo Superior de Tráfico, Seguridad Vial y Movilidad Sostenible, «con el que
habrá de asegurarse la coordinación, manteniendo su naturaleza de órgano consultivo en el ámbito
del tráfico y la seguridad vial, participando en él el Ministerio de Interior a través de la DGT». Es
proyecto (art. 5) establece , entre los principios rectores, que «la acción de las administraciones
públicas en sus respectivos ámbitos de competencia estará guiada por […] la Seguridad de las
personas y del sistema de movilidad en su conjunto», incluyéndose «la seguridad
operacional, la seguridad vial, la seguridad contra actos ilícitos, la seguridad sanitaria y la
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ciberseguridad»,  siendo objetivo (art. 7) del Sistema Nacional de Movilidad Sostenible, entre otros,
«La gestión integrada del sistema desde criterios de seguridad (seguridad operacional,
la seguridad vial, la seguridad contra actos ilícitos, la seguridad sanitaria y la ciberseguridad),
calidad y eficiencia».

A mi entender, pretendiendo el proyecto de Ley de Movilidad Sostenible una gestión
más eficiente y coordinada de la materia, debería de haberse planteado el cambio de
adscripción de la DGT, al objeto de su integración en el Ministerio de Transportes,
Movilidad y Agenda Urbana, haciendo depender este Centro directivo de la Secretaría
General de Transportes y Movilidad. Es por ello que no cabe sino concluir que, siendo la
seguridad del tráfico y todo lo que ello integra, parte de la movilidad, el sistema que
pretende desarrollar la futura Ley de Movilidad Sostenible no queda debidamente
integrado y organizado, perdiéndose así una nueva oportunidad de homologación, desde
el punto de vista orgánico, de la materia de tráfico, con el resto de los Estados de la UE.

Y ello, además, es una incongruencia con lo específicamente preceptuado en el Real Decreto
645/2020, de 7 de julio (en su redacción modificada del RD 495/2021), por el que se
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Transportes, Movilidad y
Agenda Urbana, ya que su art. 1.1 establece que «Corresponde al Ministerio de
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en
los ámbitos de las infraestructuras de transporte terrestre, aéreo y marítimo, de competencia
estatal; de control, ordenación y regulación administrativa de los servicios de transporte
correspondientes, a fin de garantizar una movilidad segura y sostenible». Vemos, pues, que
garantizar una movilidad segura corresponde al MITMA , y «movilidad segura» claramente incluye
la materia de tráfico, componente indisoluble de la movilidad.

Es por todo ello que, si bien los fundamentos que he venido publicitando en torno a la
adscripción al MITMA de la DGT continúan vigentes, la visión de la «movilidad» como un
acertado concepto amplio que contiene el proyecto de Ley de Movilidad Sostenible, hace
aún más patente la procedencia de que la DGT no dependa del Ministerio del Interior,
sino del Departamento competente en materia de transportes, en su doble vertiente de
servicios de transportes e infraestructuras del transporte.

Ahora bien, no se puede ignorar que, habiéndose transferido las competencias a las CCAA
del País Vasco, Cataluña y Navarra, el futuro de este Centro directivo puede ser muy
distinto al actual, por cuanto que otras CCAA podrían reclamar estas mismas
transferencias. Teniendo en cuenta que, sustantivamente, no existen razones que puedan
promover que otras CCAA no cuenten con estas mismas competencias, es evidente que el futuro
de este Centro directivo y de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil es incierto, al
menos con la actual estructura y competencias. Podemos en este orden de cuestiones
poner como ejemplo a la Dirección General de Transportes Terrestres, que teniendo una
estructura en todas las CCAA (Jefaturas provinciales), esta organización territorial hubo
de desaparecer cuando se transfirieron las competencias a las CCAA por la Ley Orgánica
5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del Estado en las Comunidades
Autónomas en relación con los transportes por carretera y por cable. Pero esta es otra
cuestión, que rebasa el objeto de la presente colaboración, si bien, a mi juicio, ni la materia de
seguridad vial, ni la del transporte, debe de ser fraccionada a favor de diecisiete Organizaciones
autonómicas (15 CCAA y las ciudades de Ceuta y de Melilla).
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